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Recurso extraordinario de revisión 

La Sala decide el recurso extraordinario de revisión propuesto por el señor Carlos Segundo Durán Becerra contra la sentencia dictada por el Tribunal Administrativo de Bolívar el 19 de febrero de 2009, estimatoria de las pretensiones de las demandas de nulidad contra el acto que declaró la elección del recurrente como alcalde del municipio de Córdoba, Bolívar, para el periodo constitucional 2008-2011.  

I. ANTECEDENTES
1. Las demandas

Los señores Karina Paola Becerra Baños y Martín Elías Velásquez Martínez, por conducto de sus respectivos apoderados, ejercieron acción de nulidad electoral contra el formulario E-26 AL del 8 de noviembre de 2007, acto que declaró la elección del señor Carlos Segundo Durán Becerra como alcalde del municipio de Córdoba, Bolívar, para el periodo 2008 – 2011. 

Las demandas se  fundamentan en los hechos y pretensiones que se sintetizan así: 

1.1. Proceso radicado con el número 2007-00173-00, acción electoral ejercida por el señor Martín Elías Velásquez Martínez 

Para las elecciones de alcalde del municipio de Córdoba, periodo 2008-2011, se presentaron los señores Gilberto Alfredo Sierra Rodríguez, Karina Paola Becerra Baños y Carlos Segundo Durán, quien resultó elegido con 3.226 votos, frente a los 3.176 votos que obtuvo la segunda candidata, es decir, con 50 votos de diferencia. La elección del señor Durán Becerra fue declarada el 8 de noviembre de 2007. 

Según el demandante, en el diligenciamiento de los formularios E-11 se cometieron irregularidades que podrían modificar la elección, habida cuenta de que i) se registraron votantes habilitados para votar en otras mesas; ii) se registraron cédulas canceladas por muerte del titular y; iii) fueron registradas cédulas que, de conformidad con el censo electoral, son inexistentes. El actor discriminó por zona y puesto de votación las irregularidades, así: 

	Zona 00

Puesto 00


	Mesa
	Número de irregularidades

	
	Mesa 5
	4

	
	Mesa 7
	9

	
	Mesa 10
	4

	Zona 99

Puesto 05


	Mesa 1
	6

	
	Mesa 2
	1

	
	Mesa 3
	2

	
	Mesa 4
	2

	
	Total: 28


En consecuencia, el demandante pidió que: a) se declarara la nulidad del acta general de escrutinio de la Comisión Escrutadora de Bolívar del 8 de noviembre de 2007, por medio de la cual los delegados del Consejo Nacional Electoral (en adelante CNE) declararon la elección del señor Carlos Segundo Durán Becerra; b)  se ordenara la cancelación de la credencial que acredita al demandado como alcalde; c) se ordenara la práctica de nuevo escrutinio con exclusión de las actas afectadas de nulidad y; d) se declarara elegido a quien corresponda para que, de conformidad con el nuevo escrutinio, se le expidiera la respectiva credencial.

1.2. Proceso radicado con el número 2007-00176, acción electoral ejercida por la señora Karina Paola Becerra Baños 

La demandante aseguró que el CNE, mediante Resolución 1396 de 2007, declaró sin efectos la inscripción de 695 cédulas en el censo electoral del municipio de Córdoba por trashumancia. Con ocasión del recurso de reposición propuesto por 200 ciudadanos afectados por la exclusión de sus cédulas, el CNE revocó parcialmente la decisión por Resolución 2167 del mismo año y, en consecuencia, volvió a incluir a los recurrentes; empero, esta decisión fue reconsiderada por ese organismo, de manera que por Resolución 2549 de 2007 mantuvo la exclusión de las 695 cédulas. 

A pesar de lo anterior, algunos de los titulares de las cédulas excluidas votaron en las elecciones para alcalde del municipio de Córdoba para el periodo 2008-2011.

También, que algunos de los jurados de votación depositaron su voto en mesas diferentes a donde cumplieron su función, circunstancia que pugna con el mandato del artículo 101 del Código Electoral. 

Asimismo, que cuando fueron diligenciados los formularios E-11 se presentaron  “graves anomalías y falsedades”, a lo que se aunó que al cierre de la votación la situación de orden público del municipio de Córdoba llevó a que el Registrador Nacional del Estado Civil trasladara el escrutinio a la ciudad de Cartagena. 

El resultado del escrutinio fue impugnado. Cuando la Comisión Escrutadora Departamental resolvió el recurso determinó que el señor Carlos Segundo Durán Becerra obtuvo 3.226 votos, mientras que la demandante obtuvo 3.176 votos, es decir, el ganador solo obtuvo 50 votos más, diferencia que en el evento de ser excluidas las actas afectadas de nulidad implicaría la variación del resultado de las elecciones.  

La demandante recalcó que las razones por las cuales impugnó los escrutinios no fueron atendidas por la Comisión Escrutadora Departamental y que la elección declarada el 8 de noviembre de 2007 tiene graves falencias, pues, no fueron desechados los resultados de las mesas con irregularidades, tales como: doble votación de una misma persona; votaciones de ciudadanos excluidos del censo electoral; suplantación de votantes y; registro de votantes cuya cédula fue cancelada por muerte. 

Y, que para que se declarara la elección del señor Carlos Segundo Durán Becerra “hubo de cometerse un universo de fraudes, 93 (sic) irregularidades graves, verdaderas falsedades en documentos electorales, sin las cuales aquel no obtiene ese resultado pues al depurarse la votación excluyendo los votos falsos o apócrifos (…) Karina Paola Becerra Baños, quedaría ganando las elecciones con 354 votos de ventaja”.

La demandante discriminó las irregularidades, así: 

	Cabecera municipal
	Mesa
	Número de irregularidades

	
	Mesa 1
	20

	
	Mesa 2
	1

	
	Mesa 4
	6

	
	Mesa 8
	2

	Corregimiento Martín Alonso Mesa 
	Mesa 1
	6

	
	Mesa 2
	22

	Corregimiento de Sincelejito 
	Mesa 1
	2

	
	Mesa 2
	1

	Corregimiento de Guaimaral 
	Mesa 1
	2

	
	Mesa 2
	6

	
	Mesa 3
	10

	Corregimiento de Tocamocho 
	Mesa 1
	3

	
	Mesa 2
	3

	
	Mesa 3
	5

	
	Mesa 4
	1

	
	Total: 90


Con base en estos hechos, la demandante pidió que: a) se declarara la nulidad del acto de elección del señor Carlos Segundo Durán Becerra, formulario E-26 AL; b) se cancelara la credencial; c) se excluyera del cómputo general los votos fraudulentos; d) se ordenara la práctica de nuevo escrutinio para la elección del alcalde del municipio de Córdoba por el resto del periodo constitucional 2008-2011, con exclusión de los votos espurios; e) se declarara, en virtud del nuevo escrutinio, como ganadora de la elección a Karina Paola Becerra Baños y que, en consecuencia, se le expidiera la respectiva credencial. 

2. De la acumulación de los procesos  
El conocimiento de la demanda del señor Martín Elías Velásquez Martínez correspondió al Juez Cuarto Administrativo de Cartagena, quien por auto del 25 de enero de 2008 la admitió. El estudio de la demanda de la señora Karina Paola Becerra Baños correspondió al Juez Octavo Administrativo de Cartagena, quien la admitió por auto del 11 de diciembre de 2007. 

Mediante providencia del 28 de marzo de 2008 el Juez Cuarto Administrativo de Cartagena, de conformidad con el artículo 238 [1] del Código de lo Contencioso Administrativo (en adelante C.C.A.), ordenó la acumulación de los procesos. Por virtud del sorteo de que trata el artículo 240 ejusdem, el conocimiento del asunto  fue asignado al mismo Juez Cuarto, quien dictó sentencia de primera instancia el 14 de noviembre de 2008.   

3. La sentencia de primera instancia
El Juez Cuarto Administrativo de Cartagena negó la nulidad del acto acusado, porque: 

De las 28 inconsistencias denunciadas por el señor Martín Elías Velásquez Martínez, en verdad, ninguna constituyó irregularidad, por cuanto: 6 votos fueron depositados por ciudadanos que sí estaban autorizados para votar; 13 obedecieron a errores de los jurados en el diligenciamiento de los formularios, sin que por esta sola circunstancia los votos sean fraudulentos y; respecto de los otros 9 votos “no se logró establecer de que los mismos entrañen fraude, ni tampoco tienen la entidad numérica necesaria para, modificar el resultado de las elecciones (…)”.  
En cuanto a las irregularidades denunciadas por la señora Karina Paola Becerra Baños, está probado que 9 ciudadanos excluidos del censo electoral del municipio de Córdoba por trashumancia, votaron en las siguientes mesas: en la mesa 1 de la cabecera municipal, en la mesa 1 del corregimiento de Martín Alonso, en las mesas 1 y 2 del corregimiento de Sincelejito y en la mesa 3 del corregimiento de Tocamocho. 

En relación con las irregularidades por el hecho de que algunos jurados de votación  sufragaron en mesa distinta a la que ordena el artículo 101 del Código Electoral - donde cumplieron su función-, por esta sola circunstancia el voto no es espurio, habida cuenta de que dichos servidores ejercieron su derecho en las mesas donde estaban registradas sus cédulas. 

Del análisis individual de las otras irregularidades alegadas por la demandante junto con las pruebas allegadas al expediente y que estaban llamadas a producir efectos legales, comoquiera que no es posible valorar las declaraciones extrajuicio de ciudadanos que aparecieron en los registros supuestamente apócrifos y quienes alegaron no haber ejercido su derecho al voto o haberlo hecho en mesas diferentes a las que dan cuenta esos registros, se concluye que si bien es cierto las inconsistencias por divergencias en la identificación de quienes votaron en las mesas impugnadas existieron, antes que ser verdaderos fraudes en realidad obedecieron a errores del jurado en el diligenciamiento de los formularios. 

Empero, sí está probado que 7 sufragrantes votaron más de una vez.      

En consecuencia, como las irregularidades probadas, en total 16, no tienen el alcance para variar el resultado electoral, no hay lugar a declarar la nulidad de la elección, máxime cuando los otros cargos propuestos por la demandante no prosperaron.      

4. La sentencia del Tribunal Administrativo de Bolívar
 del 19 de febrero de 2009, que es objeto del presente recurso extraordinario de revisión. 
Con ocasión del recurso de apelación propuesto por la demandante Karina Paola Becerra Baños contra el fallo del a quo, el Tribunal Administrativo de Bolívar dictó sentencia de segunda instancia que revocó la providencia impugnada; declaró la nulidad del acto de elección del señor Carlos Segundo Durán Becerra y; ordenó la práctica de nuevos escrutinios con exclusión de las siguientes mesas de votación: 1, 2, 4 y 8 de la cabecera municipal de Córdoba; 1 y 2 del corregimiento de Martín Alonso; 1 y 2 del corregimiento de Sincelejito; 1, 2, 3 del corregimiento de Guaimaral y; 1, 2, 3 y 4 del corregimiento de Tocamocho. 

El ad quem estimó que la sentencia apelada no valoró todas las pruebas del proceso, concretamente omitió el dictamen pericial que rindió cierto funcionario de la Registraduría Nacional del Estado Civil respecto de las actas de votación cuya nulidad se pretende. Y, que de los medios probatorios que sí fueron valorados  por el a quo se obtuvieron resultados que pugnan con la realidad, por cuanto, no se aplicaron las reglas de la sana crítica sino que, por apreciaciones subjetivas, se llegó a la conclusión de que las inconsistencias de los formularios diligenciados por algunos jurados de votación correspondían a simples errores, aunque, en verdad, fueron verdaderos fraudes.    

Sobre el dictamen pericial que consideró omitido, hizo la salvedad de que no tendría en cuenta todas las irregularidades evidenciadas por ese medio de prueba, las cuales representan un número mayor al que fue alegado por la demandante, toda vez que al juez de lo Contencioso Administrativo solamente le está permitido decidir con fundamento en los cargos propuestos por la demanda. Por tanto, recalcó que el análisis se limitaría a los hechos expuestos en el libelo junto con el correspondiente cargo de nulidad, así como a los argumentos planteados contra la sentencia objeto de apelación.

Del  estudio de las pruebas, el tribunal encontró acreditado, en relación con las mesas cuestionadas en la demanda y en el recurso de apelación, lo siguiente: “(…) 11 votos con fraude, pues estaban excluidos para votar, en virtud de la Resolución No. 1396 del 25 de septiembre de 2007. 19 votos de personas que votaron dos veces y los votos fueron contabilizados en el total de votos sin ser excluido (sic) como votos apócrifos. 43 votos de personas que votaron en lugares distintos a los que les correspondía. 14 votos de personas que votaron en distintos puestos de votación con el mismo numero (sic) de cedula (sic). 4 votos de personas que votaron estando excluidos los números de cédula por la Registraduría. 12 votos en los cuales el perito encontró diferencias entre la identidad de la persona registrada en el censo electoral y el votante (…)”.         
Como la diferencia entre el candidato que resultó elegido y la demandante fue de 50 votos, mientras que las irregularidades probadas fueron 103, el tribunal concluyó que los votos fraudulentos sí tuvieron incidencia en el resultado electoral, por lo que declaró la nulidad del acto acusado y ordenó nuevo escrutinio con exclusión de las mesas donde se presentaron las irregularidades.    

5. Actuación posterior relevante al fallo del Tribunal Administrativo de Bolívar del 19 de febrero de 2009.

5.1. De la solicitud de aclaración a la sentencia del Tribunal Administrativo de Bolívar del 19 de febrero de 2009, propuesta por el señor Carlos Segundo Durán Becerra
 El 4 de marzo de 2009 el demandado pidió la aclaración de la sentencia, pues la encontró incongruente, entre otras cosas, porque: i) el fallo dio por probadas 103 irregularidades, mientras que la demandante solo alegó “87” [en verdad alegó 90 irregularidades]; ii) si bien el fallo anunció que aplicaría el principio de la eficacia del voto para decidir la controversia, en la práctica hizo caso omiso de éste, puesto que anuló los registros de votación de mesas completas a pesar de que únicamente se probaron una o dos irregularidades y; iii) el fallo no explicitó el análisis probatorio, simplemente llegó a la conclusión de que existieron las irregularidades. 

Por auto del 10 de marzo de 2009 el Tribunal Administrativo de Bolívar rechazó por improcedente la solicitud de aclaración, por cuanto consideró que los argumentos expuestos por el demandado se encaminaron a reabrir el debate decidido en la sentencia (fls. 1.878 a 1.881).   

5.2. Del “recurso de nulidad por inconstitucionalidad” propuesto por el señor Carlos Segundo Durán Becerra contra la sentencia del 19 de febrero de 2009  

El 9 de marzo de 2009, el demandado formuló “recurso de nulidad por inconstitucionalidad” contra la sentencia del 19 de febrero de 2009, el cual fundamentó básicamente con las mismas razones que expuso en la solicitud de aclaración. 

Por auto del 20 de abril de 2009 el Tribunal Administrativo de Bolívar
 declaró la nulidad de todo lo actuado en el proceso electoral desde la sentencia del 19 de febrero de 2009, inclusive.          

El tribunal dio la razón al solicitante en cuanto encontró probada la incongruencia de la sentencia y, por ende, consideró que se configuró la causal de nulidad prevista por el artículo 140 [2] del C.P.C., esto es, la incompetencia funcional del juez. Explicó que la sentencia del 19 de febrero de 2009 fue ultra petita, porque se pronunció sobre 103 irregularidades, no obstante que la señora Becerra Baños, tanto en la demanda como en la apelación, solo alegó “87” y, aun más, ni siquiera discriminó del total de irregularidades probadas cuáles obedecieron a las denunciadas por la demandante.

También, indicó que la sentencia anulada no explicitó el análisis de los medios probatorios que fundamentaron la nulidad del acto acusado, a diferencia del fallo del a quo que sí dio cuenta del análisis individual de las pruebas frente a cada una de las irregularidades alegadas por los demandantes (fls. 1.944 a 1.958).      

5.3. De la sentencia que dictó el Tribunal Administrativo de Bolívar el 18 de agosto de 2009 como consecuencia de la nulidad del fallo del 19 de febrero del mismo año 

El Tribunal Administrativo de Bolívar
 dictó la sentencia del 18 de agosto del mismo año, que confirmó el falló del Juez Cuarto Administrativo de Cartagena del 14 de noviembre de 2008, porque: 

El análisis del a quo sobre las inconsistencias de los formularios alegados como apócrifos o falsos por la demandante fue razonable y con apego por las normas de la sana crítica. Resultó correcta la conclusión de que las irregularidades, antes que ser producto de la tergiversación de los resultados electorales, en realidad fueron errores involuntarios de los jurados de votación sin identidad suficiente para producir la nulidad de los formularios ni variar la elección. 

Con todo, del estudio de las irregularidades, contrario a lo que advirtió el juez, se concluye que solo 10 y no 16 votos fueron espurios, “ciertamente, ocho (8) ciudadanos votaron estando excluidos del censo electoral de las respectivas mesas del referido municipio, así: Cabecera Municipal de Córdoba, Mesa 1, (1)
 Guillermo Enrique Vuelvas Cohen, (2) Manuel Eugenio Palomino Ochoa y (3) Néstor Antonio Mendoza Caballero; Corregimiento de Martín Alonso, Mesa 1, (58) Hugo Rafael Arrieta Mendoza, Mesa 2, (59) Yamileth Saya Contreras; Corregimiento de Tocamocho, Mesa 3, (82) Yimi Atencio Díaz Gamarra, (83) Oscar Elías Rodríguez Velásquez y (84) Amaury Acuña Torres; mientras que dos (2) ciudadanos aparecen votando doble en la misma mesa: Corregimiento de Martín Alonso, Mesa 2, (47) Leonardo de Jesús Barreto Hernández; Corregimiento de Guaimaral;  Mesa 1, (65) Julia Rosa Hernández Guerra (…)”.
Como la cantidad de votos irregulares no es suficiente para variar el resultado de las elecciones, porque no modifica sustancialmente la diferencia entre el candidato elegido y el segundo de mayor votación, en aplicación del principio de eficacia del voto de que trata el artículo 1 del Código Electoral, no hay lugar a declarar la nulidad del acto de elección del señor Carlos Segundo Durán Becerra. 

Y, aun en caso de acogerse la tesis jurisprudencial sobre la distribución ponderada de las irregularidades de la votación, la decisión sería la misma, es decir, no habría motivo para declarar la nulidad del acto de elección, en la medida en que de estar probadas las 90 irregularidades alegadas por la señora Karina Paola Becerra Baños, aquéllas deberían repartirse a prorrata entre los candidatos a la alcaldía, así: a la votación total del demandado se debieron restar 38 votos, a la demandante 37 y al señor Gilberto Alfredo Sierra Rodríguez 12 votos. De allí que la reducción de 38 votos al total que obtuvo el ganador no es suficiente para modificar el resultado de la elección, comoquiera que la diferencia entre el primero y el segundo fue de 50 votos (fls. 2.071 a 2.153).   

5.3.1. La magistrada Carmen Amparo Ponce Delgado salvó voto, porque: 

Aunque estuvo de acuerdo con la nulidad del fallo de 19 de febrero de 2009, en razón de que esa providencia no analizó individualmente todas las irregularidades alegadas por la demandante, a diferencia del fallo de primera instancia, la sentencia que reemplazó la anulada no podía variar la decisión, es decir, no podía resolver  cosa distinta a declarar la nulidad del acto de elección del señor Carlos Segundo Durán Becerra. 

5.3.2. La magistrada Elsy María Rodríguez Usta aclaró voto, porque:  

Si bien compartió la decisión de declarar la nulidad del acto acusado, no estuvo de acuerdo con algunas afirmaciones de la sentencia respecto del análisis probatorio del a quo. 

5.4. De la acción de tutela contra el auto del 20 de abril de 2009 del Tribunal Administrativo de Bolívar, expediente 11001-03-15-000-2009-00469-00
La señora Karina Paola Becerra Baños, por conducto de apoderado judicial, ejerció acción de tutela contra el auto del 20 de abril de 2009 del Tribunal Administrativo de Bolívar, por cuanto estimó vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, defensa, de acceso a la administración de justicia y al cumplimiento efectivo de las sentencias ejecutoriadas y legítimas. En consecuencia, pidió que se dejara sin efecto dicho auto y, en su lugar, se declarara que la sentencia del 19 de febrero de 2009 está firme y ejecutoriada.

De la solicitud de tutela conoció la Sección Segunda del Consejo de Estado, quien por sentencia del 13 de julio de 2009 rechazó por improcedente la acción [esta sentencia se dictó antes del fallo del Tribunal Administrativo de Bolívar del 18 de agosto de 2009], dado que, para esta fecha el auto impugnado no constituía  “la decisión final del proceso electoral, que para emitirse requiere del análisis y valoración de los argumentos y hechos por parte del juez natural del asunto y mediante procedimiento especialmente previsto por el legislador para solucionar el mismo (…)”. 

Concluyó que mientras que el auto reprochado no produjera efectos definitivos, es decir, hasta tanto no se dicte la sentencia que reemplace la anulada por el Tribunal Administrativo de Bolívar, el juez de tutela no puede intervenir en la controversia, so pena de desvirtuar la naturaleza subsidiaria del amparo e interferir en la competencia del juez natural del asunto. 

Este fallo de tutela no fue impugnado, pero fue seleccionado por la Corte Constitucional para revisión. Mediante sentencia T-125 del 23 de febrero de 2010 la mencionada Corporación decidió: i) revocar la sentencia de tutela que dictó el 13 de julio de 2009 la Sección Segunda del Consejo de Estado y, en su lugar, amparar el derecho al debido proceso de la señora Karina Paola Becerra Baños; ii) revocar el auto del 20 de abril de 2009 del Tribunal Administrativo de Bolívar y, por ende, dar inmediato cumplimiento a la sentencia que ese tribunal dictó el 19 de febrero de 2009 en los procesos electorales acumulados 2007-00176-01 y 2007-00173-01; iv) dejar sin efectos la sentencia del 18 de agosto de 2009, que confirmó el fallo del Juez Cuarto Administrativo de Cartagena del 14 de noviembre de 2008 y; oficiar al Gobernador del departamento de Bolívar para que nombrara en encargo al alcalde del municipio de Córdoba mientras que se realizan los nuevos escrutinios. 

Como fundamento de la decisión, la Corte Constitucional explicó que la controversia cumplía con las causales genéricas y especiales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, en la medida en que el Tribunal Administrativo de Bolívar incurrió en defecto sustantivo cuando dictó el auto del 20 de abril de 2009, pues aplicó el artículo 140 [2] del C.P.C., que es “manifiestamente inaplicable al caso (…)”.                

Según la Corte, no fue excesivo el ejercicio de la competencia de segunda instancia por parte del tribunal en la sentencia del 19 de febrero de 2009, porque, si la inconformidad contra el fallo de primera instancia fue que: i) el a quo no valoró todas las pruebas del proceso, en particular el dictamen pericial de cierto servidor de la Registraduría Nacional del Estado Civil; ii) que concluyó, de manera subjetiva, que las inconsistencias de los formularios diligenciados por los jurados de votación obedecieron a simples errores y no a verdaderos fraudes, a pesar de que la normativa electoral no permite hacer esa disquisición y; iii) que el número de irregularidades probadas sí tenía el alcance de variar el resultado de las elecciones, lo cierto es que el tribunal en su decisión, sin más ni menos, se pronunció sobre esos aspectos. 

A lo que agregó que el alcance del recurso de apelación no se restringió a las irregularidades que inicialmente denunció la señora Becerra Baños “sino a todas las que fueron estudiadas en la primera instancia. El argumento de Karina Paola Becerra Baños en el recurso de apelación era que más de 50 votos estaban viciados de falsedad. En consecuencia, el ad quem podía pronunciarse sobre todos los votos irregulares denunciados por los dos demandantes del proceso electoral -118 votos- y sobre todas las irregularidades que examinó el  a quo (…)”.  

5.5. De los nuevos escrutinios

El 19 de abril de 2010, en cumplimiento de la sentencia T-125 del 23 de febrero de 2010 de la Corte Constitucional, el Juez Cuarto Administrativo de Bolívar realizó los nuevos escrutinios para las elecciones del alcalde del municipio de Córdoba, periodo 2008-2011, con exclusión de las mesas indicadas por la sentencia del Tribunal Administrativo de Bolívar del 19 de febrero de 2009. En consecuencia, los resultados electorales fueron: Karina Paola Becerra Baños 1.671 votos, Carlos Segundo Durán Becerra 1.315 votos y Gilberto Alfredo Sierra Rodríguez 594 votos, por lo que entregó a la señora Becerra Baños la credencial de alcaldesa del municipio de Córdoba (fls. 427 a 432).

5.6. De la acción de tutela contra la sentencia del Tribunal Administrativo de Bolívar del 19 de febrero de 2009, expediente 11001-03-15-000-2010-00418-00 

El señor Jaime Alberto Ortega Álvarez y otros habitantes del municipio de Córdoba ejercieron acción de tutela contra la sentencia del Tribunal Administrativo de Bolívar del 19 de febrero de 2009, para la defensa y protección de sus derechos a la igualdad, a elegir y al debido proceso de la acción electoral. Por estos motivos pidieron que se anulara la referida sentencia. 

Después de que los Consejeros de la Sección Segunda de esta Corporación manifestaron impedimento para conocer de la acción de tutela, la respectiva Sala de Conjueces de la Sección asumió el conocimiento del caso y, mediante sentencia del 24 de mayo de 2011, amparó los derechos fundamentales alegados por los actores; dejó sin efecto la sentencia del Tribunal Administrativo de Bolívar del 19 de febrero de 2009; anuló el escrutinio del 19 de abril de 2010; anuló el acto de elección y el acta de posesión de la señora Karina Paola Becerra Baños como alcaldesa del municipio de Córdoba para el periodo 2008-2011 y; declaró que al aplicar el precedente judicial “contenido de la doctrina de la distribución ponderada de los votos nulos no procede la anulación de la elección del señor CARLOS SEGUNDO DURÁN BECERRA como alcalde del municipio de Córdoba (…) cuya elección se ajusta a derecho (…)”.    

Para fundamentar su decisión la Sala de Conjueces precisó que si bien es cierto que la Corte Constitucional, mediante sentencia T-125 del 23 de febrero de 2010, dejó en firme la sentencia del Tribunal Administrativo de Bolívar del 19 de febrero de 2009, también lo es que esa Corporación no analizó la decisión del tribunal en punto de la aplicación del precedente fijado por la Sección Quinta del Consejo de Estado, entre otras, en las sentencias del 22 de mayo de 2008, expedientes acumulados 4060-4068-4069 y 4070, y del 2 de octubre de 2008, expediente 2007-00236-01. 

Según la Sala de Conjueces, la sentencia objeto de tutela se apartó de la jurisprudencia mencionada, porque encontró probadas las irregularidades de las actas de votación pero no hizo la distribución ponderada de los votos espurios entre los candidatos, sino que ordenó la anulación “de la totalidad de los votos de las mesas de votación en la que se [detectaron] irregularidades (…)”. 

Luego, para corregir lo que en su criterio fue error del ad quem, hizo la distribución ponderada de las irregularidades probadas en la sentencia del 19 de febrero de 2009 y, con base en ello, afirmó que el resultado electoral era favorable al señor Carlos Segundo Duran Becerra, toda vez que tenía diferencia a favor de “49,30472 votos” sobre el segundo candidato.      

La señora Karina Paola Becerra Baños impugnó la sentencia de la Sala de Conjueces del 24 de mayo de 2011. El conocimiento del recurso correspondió a la Sección Cuarta del Consejo de Estado, quien mediante sentencia del 18 de agosto de 2011 revocó el amparo y, en su lugar, negó por improcedente la tutela. Como razón para desestimar la solicitud se advierte que “la Sección Quinta del Consejo de Estado informó (…) que se tramita el recurso extraordinario de revisión que formuló el señor Carlos Segundo Durán Becerra contra la sentencia del Tribunal Administrativo de Bolívar del 19 de febrero de 2009 (…) circunstancia que impide considerar el estudio de fondo de la providencia motivo de inconformidad, habida cuenta de que a pesar de que el referido recurso no fue interpuesto por los ahora actores, las consecuencias jurídicas de su resolución cobijan no sólo al señor Carlos Durán Becerra, sino a los demandantes (…)”. 

Se advierte que, de acuerdo con las pruebas recaudadas en el presente recurso extraordinario, la Corte Constitucional no ha seleccionado para revisión la sentencia de tutela de la Sección Cuarta del 18 de agosto de 2011 (artículo 33 y siguientes del Decreto 2591 de 1991).   

6. Del recurso extraordinario de revisión

El señor Carlos Segundo Durán Becerra recurrió en revisión extraordinaria la sentencia del Tribunal Administrativo de Bolívar del 19 de febrero de 2009 con base en la causal prevista por el artículo 188 [6] del C.C.A.: “existir nulidad originada en la sentencia que puso fin al proceso y contra la que no procede recurso de apelación (…)”. En opinión del recurrente la sentencia del ad quem vulneró las previsiones de los artículos 1, 2, 40 [1], 258 y 316 de la Constitución Política; y 1, 2 y 101 del Código Electoral.         

Para desarrollar su inconformidad contra la sentencia del tribunal, el recurrente pone de presente que la Sección Quinta del Consejo de Estado, mediante sentencia del 22 de mayo de 2008, expedientes acumulados 4060, 4068, 4069 y 4070, CP doctor Filemón Jiménez Ochoa, replanteó su posición según la cual la incidencia de las irregularidades en el resultado electoral se medía con relación a la diferencia existente entre la votación del candidato electo y la cantidad de votos que obtuvo aquel que le siguió en orden, para adoptar la tesis de que el principio de eficacia del voto se preserva mediante la distribución ponderada de las irregularidades probadas entre todos los candidatos, cuando no sea posible determinar quién se benefició con los votos fraudulentos.  

Así, “teniendo en cuenta el número de votos obtenidos por los diferentes partidos y candidatos en las mesas que resultaron afectadas, se procede a calcular la participación porcentual de cada uno respecto del total de votos válidos depositados en la mesa, luego de establecido el porcentaje de participación, en esa misma proporción se les asigna el voto o votos irregulares que se han comprobado, procedimiento que se sigue en cada una de las mesas afectadas por las irregularidades (…)”. 

De la referencia a la tesis jurisprudencial de la distribución ponderada de los votos irregulares, el recurrente formuló tres cargos contra la sentencia recurrida: 

6.1. El fallo desconoció el principio de eficacia del voto

El recurrente sostiene que el solo hecho de encontrarse probados votos fraudulentos en determinada mesa de votación, esta sola circunstancia no tiene el alcance de extender la irregularidad a todos los votos que fueron depositados en la misma mesa, incluidos los que fueron espurios. Un racionamiento contrario pugna con el artículo 40 de la Constitución Política que prevé el derecho a elegir y con la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre la distribución ponderada de los votos irregulares.  

No existe duda de que la anulación de todos los votos de una mesa, cuando solo se ha probado que algunos fueron irregulares, equivale a suprimir el derecho de un grupo de personas que, por mandato constitucional, tienen la posibilidad de elegir a quien se considera el mejor candidato.

De suerte que, en este caso, los “87” votos declarados nulos debieron ser distribuidos de manera ponderada, así: restar 38 votos a los 3.226 obtenidos por el señor Carlos Segundo Durán Becerra, restar 37 votos a los 3.176 obtenidos por la señora Karina Paola Becerra Baños y restar 12 votos a los 1.077 obtenidos por el señor Gilberto Alfredo Sierra Rodríguez. 

Dado que el resultado de la elección no se afecta después de sustraer del cómputo general de votos aquellos que fueron espurios, no hay lugar a ordenar un nuevo escrutinio, a diferencia de lo decidido por la sentencia recurrida.

6.2. El tribunal no valoró de manera adecuada las pruebas del proceso y por eso llegó a una conclusión errada respecto de las inconsistencias en las votaciones
El recurrente afirma que la conclusión del ad quem, según la cual las inconsistencias en las votaciones realmente fueron fraudes y no simples errores del jurado en el diligenciamiento de los registros de votación, es errada y tiene explicación en la indebida valoración de las pruebas.     

Para apoyar su dicho transcribe un fragmento del concepto que rindió el Ministerio Público en la segunda instancia, así: “(…) se observan inexactitudes en los E-11 pero de suyos (sic) atribuibles a los jurados quienes manualmente van elaborando las listas de sufragantes a medida que van llegando a votar (…) Hay un indicio de gran relevancia en todos estos para mostrar que lo ocurrido fue un error y no el fraude señalado en la demanda. La sola comparación de los números de cédulas en los casos aquí señalados nos lleva a la conclusión que lo ocurrido no fueron más que meras inexactitudes de los jurados al anotar un número de cédula por lo general se equivocan en un dígito en cualquier modalidad (…)”.      

Y concluye que, si los errores existieron, como en verdad sucedió, el tribunal no podía anular todos los votos de las mesas donde se presentaron las inconsistencias, máxime cuando Ministerio Público advirtió que aquéllas fueron simples errores y no fraudes en la votación.       

6.3. El fallo fue “extrapetita”
El recurrente adujo en términos generales que, de conformidad con los artículos 311 y 357 del C.P.C., aplicables al procedimiento contencioso administrativo por remisión del artículo 267 del C.C.A., la competencia funcional del juez de segunda instancia está limitada, toda vez que el principio de la no reformatio in pejus prohíbe al funcionario judicial, que conoce de la apelación, hacer más gravosa la situación del apelante único. 

De manera que si la sentencia de primera instancia es apelada por una sola de las partes, como lo prevé el artículo 31 de la Constitución Política, el ámbito de la segunda instancia está circunscrito a los argumentos de la apelación y, por ende,  la facultad de revisión de la providencia impugnada solo está dada para los aspectos que puedan ser desfavorables al apelante; salvo cuando el recurso sea propuesto por las dos partes o cuando la sentencia recurrida sea inhibitoria. 

Para concretar el cargo, expuso que la señora Karina Paola Becerra Baños formuló el recurso de apelación contra el fallo del Juez Cuarto Administrativo de Cartagena para lo cual adujo únicamente como razones o fundamentos de la impugnación: “(…) que la sentencia de primera instancia contiene aspectos contradictorios, pero sin concretar ningún cargo respecto de un determinado hecho, lo que limitó los reparos de la apelante a tres cargos únicamente, trashumancia, suplantación de votantes y falta de valoración del dictamen, sin embargo, el tribunal en su decisión decidió (sic) arbitrariamente abordar temas en los que no se había hecho reparos, sin que la parte demandada se haya podido defender frente a los mismos y sobre los cuales no había ningún tipo de pronunciamiento que permitiera la interpretación de las partes.

Es decir, no solo se extralimitó en su voluntad sentenciadora, sino que cerceno (sic) el derecho de defensa de la parte afectada quien tuvo que allanarse a los argumentos expuestos por dicho ente como si se trata de una defensa de la parte demandante (…)”.   

La oposición al recurso extraordinario

La señora Karina Paola Becerra Baños, por conducto de apoderado judicial, se opuso al recurso y solicitó que se desestimara, por cuanto:

La controversia que expone el recurrente ya fue definida por la Corte Constitucional mediante la sentencia T-125 del 23 de febrero de 2010, luego, no es jurídicamente viable que la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo dicte una nueva decisión sobre el asunto, pues ello equivaldría a desconocer el precedente fijado por el máximo órgano de la Jurisdicción Constitucional, cuyas decisiones gozan de carácter “supralegal” y hacen “tránsito a cosa juzgada constitucional”.

Si la sentencia de la Corte Constitucional es precedente vertical que ata a todas las autoridades judiciales, no es posible apartarse de lo que dispuso, a saber, el cumplimiento estricto de la sentencia del Tribunal Administrativo de Bolívar del 19 de febrero de 2009, que anuló el acto de elección del señor Carlos Segundo Durán Becerra y ordenó la práctica de nuevos escrutinios con exclusión de las 15 mesas donde fueron encontrados votos irregulares. 

Por otra parte, es claro que el reproche expuesto por el recurrente contra la decisión del ad quem no encuadra en alguna de las causales que, de acuerdo con el artículo 188 del C.C.A., permite la revisión extraordinaria de una sentencia, mucho menos, por la supuesta nulidad originada en el fallo en razón del desconocimiento del precedente jurisprudencial del Consejo de Estado, si es que lo hubo, toda vez que no existe norma en el ordenamiento jurídico colombiano que prevea la nulidad  de los fallos por dicho motivo.   

De hecho, la referida sentencia T-125 de 2010 recalcó la naturaleza taxativa de las nulidades procesales, las cuales únicamente se configuran por existir alguno de los vicios invalidadores señalados por el legislador o, excepcionalmente, por el evento de que trata el artículo 29 de la Constitución Política. Entonces, si en gracia de discusión se admitiera que la sentencia del ad quem incurrió en el defecto que alega el recurrente, esta circunstancia no es causal de nulidad del fallo. 

Por último, en el entendido de que el artículo 243 de la Constitución Política  prevé que las sentencias de constitucionalidad tienen carácter definitivo e inmutable, es claro que al existir pronunciamiento de la Corte Constitucional en el asunto en estudio, el recurso extraordinario de revisión no puede prosperar, porque “la particular naturaleza del juicio de constitucionalidad impone unas diferencias significativas, como por ejemplo la relacionada con el efecto ínter (sic) partes, que tiene la cosa juzgada en el proceso ordinario frente al efecto erga omnes, que reviste en el proceso constitucional (…)”.                       

II. CONSIDERACIONES

1. Del recurso extraordinario de revisión 

El recurso de revisión de que trata el artículo 185 del Código de lo Contencioso Administrativo es de naturaleza extraordinaria, establecido por el legislador para garantizar que las sentencias que, por su conducto, sean recurribles
, se avengan a las disposiciones legales de carácter adjetivo que regulan el respectivo caso y estén libres de la influencia de una conducta ilícita, pues el recurso está enderezado a enervar defectos de naturaleza procesal y las consecuencias que la comisión de un delito puedan generar en la respectiva sentencia.
El recurso no es una nueva instancia, razón por la cual no es admisible que, so pretexto de la configuración de una causal de revisión, se pretenda la continuación del debate probatorio o sobre el fondo del asunto. Coherentemente, su interposición debe circunscribirse únicamente a las precisas causales señaladas en el artículo 188 del Código Contencioso Administrativo, cuyo establecimiento y aplicación obedecen a un estricto y delimitado ámbito interpretativo. 
De ahí que la vocación de prosperidad del recurso está determinada por la tipicidad y taxatividad
.

2. De la competencia
De conformidad con lo previsto por el numeral 4 del artículo 97 del Código de lo Contencioso Administrativo y por el artículo 13 del Acuerdo 58 de 1999 de la Sala Plena del Consejo de Estado, esta Sección es competente para conocer del presente recurso, pues se impugna el fallo que dictó el Tribunal Administrativo de Bolívar el 19 de febrero de 2009. 

3. De la oportunidad para proponer el recurso

La sentencia recurrida quedó ejecutoriada el 17 de marzo de 2009, cuando obtuvo firmeza el auto que decidió la solicitud de aclaración. Como el recurso se presentó el 21 de julio de 2010, es decir, dentro de los 2 años a los que se refiere el artículo 187 del Código Contencioso Administrativo, no hay duda de que fue oportuna su formulación.

Valga la pena precisar, como se expuso en el acápite de antecedentes, que por auto del 20 de abril de 2009 el Tribunal Administrativo de Bolívar declaró la nulidad de la sentencia del 19 de febrero de 2009 y que, por esta circunstancia, el 18 de agosto del mismo año dictó nuevamente sentencia de segunda instancia. No obstante, como contra el aludido auto se ejerció acción de tutela, la cual fue decidida definitivamente por la sentencia de la Corte Constitucional T-125 del 23 de febrero de 2010, lo cierto es que actualmente la providencia del 19 de febrero de 2009 se encuentra firme y corresponde a la decisión definitiva de los procesos electorales acumulados con radicado 2007-00173-00.   

Asimismo, aunque la Sala de Conjueces de la Sección Segunda del Consejo de Estado, mediante fallo de tutela del 24 de mayo de 2011, dejó sin efecto la sentencia que es objeto del presente recurso, la Sección Cuarta del Consejo de Estado, por sentencia del 18 de agosto del mismo año, revocó dicho amparo y, en su lugar, declaró improcedente la tutela, sin que hasta la fecha esta última decisión haya sido revocada por la Corte Constitucional en virtud del trámite de revisión.      

4. De los cargos contra la sentencia recurrida  

El recurrente invoca como causal de revisión de la sentencia impugnada la establecida por el numeral 6 del artículo 188 del Código Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 57 de la Ley 446 de 1998, en los siguientes términos: 
“Artículo 188. Causales de revisión. Modificado por el artículo 57 de la Ley 446 de 1998. Son causales de revisión: 

(…)

6. Existir nulidad originada en la sentencia que puso fin al proceso y contra la que no procede recurso de apelación”. 

Con base en esta causal, plantea tres cargos: en primer lugar, afirma que el fallo es nulo en razón de que desconoció la jurisprudencia actual del Consejo de Estado sobre el principio de eficacia del voto, por cuanto el tribunal declaró la nulidad de todos los votos de las mesas donde encontró probadas irregularidades, sin reparo alguno por el hecho de que dichas irregularidades no se extendieron a la totalidad de los votos depositados, sino a unos pocos. En opinión del recurrente, el tribunal solo debió anular las actas de votación respecto de los votos irregulares. 

Además, la sentencia recurrida desconoció la tesis jurisprudencial de la distribución ponderada de las irregularidades de la votación, pues, simplemente se limitó a afirmar que como la cantidad de votos fraudulentos fue mayor que la diferencia entre el primer y segundo candidato, el resultado de la elección podía cambiar por lo que era necesario realizar nuevos escrutinios. Lo anterior, sin consideración a que la aludida tesis precisa que cuando no es posible determinar cuál candidato es el beneficiario de los votos irregulares, como sucedió en el presente caso, es necesario distribuir los votos fraudulentos entre todos los candidatos de manera proporcional. 

En segundo lugar, afirma que el ad quem llegó a la conclusión errada de que las inconsistencias en las votaciones antes que errores de los jurados en el diligenciamiento de los registros de votación, en verdad fueron fraudes. El recurrente indica que el error del tribunal tuvo origen en la indebida valoración de las pruebas del proceso y para apoyar su aserto transcribe fragmentos de la intervención del Ministerio Público en la segunda instancia.    

Y, en tercer lugar, el recurrente plantea de manera general que la sentencia del ad quem es extra petita, comoquiera que decidió puntos que no fueron objeto del recurso de apelación de la señora Becerra Baños contra el fallo del Juez Cuarto Administrativo de Cartagena del 14 de noviembre de 2008, en la medida en que dicho recurso se limitó “a tres cargos únicamente, trashumancia, suplantación de votantes y falta de valoración del dictamen, sin embargo el tribunal en su decisión decidió arbitrariamente abordar temas en los que no se había hecho reparos(…)”. Valga la pena resaltar que el recurrente no señaló ni explicó cuáles fueron los puntos en los cuales el tribunal hizo un pronunciamiento más allá de lo pedido por la demandante, es decir, no concretó en qué consistió el fallo extra petita.            

Se procede a estudiar cada uno de los cargos propuestos: 

4.1. Primer cargo: desconocimiento del precedente jurisprudencial del Consejo de Estado

En punto concreto de la causal alegada, la nulidad originada en la sentencia, se recalca que ésta se produce cuando el acto procesal consistente en dictar la providencia que desata el litigio, aparece viciado desde el punto de vista formal, por circunstancias de lugar, tiempo o modo que vienen a consumarse en el preciso instante en que el juez acomete la labor de decidir. 

Sobre esta materia, tanto la jurisprudencia del Consejo de Estado
 como la de la Corte Suprema de Justicia ha precisado que “(…) la nulidad se produce, por ejemplo, cuando se dicta sentencia en un proceso terminado por desistimiento, transacción o perención; cuando se profiere en el ínterin de la suspensión, o si se condena a quien no ha figurado en el proceso como parte
. En idéntico sentido, se ha dicho que hay nulidad de la sentencia si en respuesta a la solicitud de aclaración se reforma la sentencia
, igualmente «cuando se dicta por un número de magistrados menor al previsto por la ley, a lo cual debe agregarse el caso de que se dicte la sentencia sin haberse abierto el proceso a pruebas o sin que se hayan corrido los traslados para alegar cuando el procedimiento así lo exija, de donde se desprende que no cualquier irregularidad en el fallo, o cualquier incongruencia, tienen entidad suficiente para invalidar la sentencia”
.     

Y, en pronunciamiento reciente, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo  señaló que sólo podían considerarse motivos de nulidad originada en la sentencia, para efectos del recurso extraordinario de revisión, las causales que como nulidad del proceso taxativamente señala el artículo 140 del Código de Procedimiento Civil.  Se dijo en aquella oportunidad
: 
“Lo expuesto sería bastante para desestimar la censura, pero vale decir que el proceso solamente es nulo, en todo o en parte, por las causas establecidas en el artículo 140 del Código de Procedimiento Civil.  Así, por ejemplo, la nulidad que tiene origen en la sentencia puede ocurrir, en conformidad con la disposición referida, cuando se provee sobre aspectos para los que no tiene el juez jurisdicción o competencia (numerales 1 y 2); cuando, sin ninguna otra actuación, se dicta nueva sentencia en proceso terminado normalmente por sentencia firme, o sin más actuación se dicta sentencia después de ejecutoriado el auto por el cual hubiera sido aceptado el desistimiento, aprobada la transacción o declarada la perención del proceso, porque así se revive un proceso legalmente concluido, o cuando se dicta sentencia como única actuación, sin el previo trámite correspondiente, porque así se pretermite íntegramente la instancia; o cuando se condena al demandado por cantidad superior o por objeto distinto del pretendido en la demanda o por causa diferente de la invocada en ésta, o se condena a quien no ha sido parte en el proceso, porque con ello, en lo concerniente, también se pretermite íntegramente la instancia (numeral 3); o cuando, sin más actuación, se profiere sentencia después de ocurrida cualquiera de las causas legales de interrupción o de suspensión o, en éstos casos, antes de la oportunidad debida (numeral 5), entre otros eventos.

Ninguna de las causas de nulidad establecidas en el artículo 140 del Código de Procedimiento Civil alegó el recurrente, sino que expresó su inconformidad con los motivos de la sentencia (…)”.

En conclusión, la causal de revisión en estudio excluye la posibilidad de alegar contra la sentencia errores de juicio por aplicación del derecho sustancial y la interpretación de las normas, por el contrario, la censura solo puede fundamentarse en vicios de estricto orden procesal
. La Sala no desconoce que de presentarse, al momento de dictar sentencia, algún otro defecto que trasgreda el debido proceso de las partes, diferente de los aquí enunciados a modo ilustrativo y con suficiente trascendencia para viciarla de nulidad, habrá lugar a la prosperidad del recurso.  
De manera que, en los términos en que fue propuesto el cargo, es evidente que la causal de revisión no está llamada a prosperar, toda vez que el supuesto defecto, el desconocimiento del precedente jurisprudencial del Consejo de Estado, por el que se acusa la sentencia recurrida no corresponde a alguno de los presupuestos que podrían viciarla de nulidad. 

En efecto, si el recurrente alega la nulidad por la presunta contradicción entre la sentencia y la jurisprudencia de la Sección Quinta sobre el principio de eficacia del voto, bien sea en relación con la tesis de la distribución ponderada de las irregularidades de la votación
 o cuando ha precisado que solo se deben anular aquellos votos frente a los que se ha probado el fraude y no todos los depositados en la respectiva mesa; lo cierto es que dicha contradicción, aun si fuera cierta, no constituye vicio formal de la sentencia, ni mucho menos alguna de las taxativas causales previstas por el artículo 140 del C.P.C. 

Realmente, el supuesto desconocimiento del precedente jurisprudencial del Consejo de Estado, tiene que ver con el descontento del recurrente frente a la solución que el ad quem dio a la controversia sustancial del presente asunto, lo que, por supuesto, resulta ajeno a los eventos descritos y que podrían generar la nulidad de la sentencia. Por ende, el cargo no prospera. 

4.2. Segundo cargo: El tribunal no valoró de manera adecuada las pruebas del proceso y por eso llegó a una conclusión errada respecto de las inconsistencias en las votaciones
Tampoco constituye un evento de nulidad de la sentencia el hecho de que en opinión del recurrente, la cual apoya en la transcripción parcial del concepto que rindió el Ministerio Público en la segunda instancia, las irregularidades que encontró probadas el tribunal en las votaciones para alcalde del municipio de Córdoba, antes que verdaderos fraudes, en realidad fueron simples errores de los jurados de votación en el diligenciamiento de los formularios. El reproche así propuesto tiene el propósito de desvirtuar la valoración probatoria del tribunal, lo que para efectos del recurso en estudio no es posible plantear.  

El recurso extraordinario de revisión “no constituye una tercera instancia en la que pueda replantearse el litigio” ni es el “medio conducente para reparar cualquier irregularidad de la sentencia, o su indebida fundamentación”
; de allí que no resulta válido hacer uso del recurso para “(…) volver la mirada a la prueba, o (…) intentar un nuevo y mejor escrutinio de ella (…) cosa que siempre será posible como hipótesis, pero que es insuficiente por sí, para desquiciar el valor de una solución hallada con la genuina participación de todos los sujetos del proceso, decisión que (…) por regla general inexpugnable”
. 

Por demás, no sobra recalcar que la causal sexta de revisión nada tiene que ver con la valoración de las pruebas, pues, como se advirtió, esta censura únicamente sirve para enderezar los posibles defectos formales en que pudo incurrir el fallador al momento de dictar la sentencia o las nulidades de que trata el artículo 140 del C.P.C.; luego, escapa al ámbito de estudio de dicha causal cualquier yerro en el que pudo incurrir el ad quem en el ejercicio de establecer las premisas fácticas para decidir el asunto.   

Así las cosas, el cargo no prospera.  

4.3. Tercer cargo: contener el fallo recurrido una decisión “extrapetita” 

El recurrente afirma que el tribunal dictó la sentencia de segunda instancia por fuera del límite de su competencia, por cuanto, a pesar de que la apelante no concretó algún “(…) cargo respecto de un determinado hecho, lo que limitó los reparos [frente a la sentencia de primer grado] a tres cargos únicamente, trashumancia, suplantación de votante y falta de valoración del dictamen, (…), el tribunal en su decisión decidió (sic) arbitrariamente abordar temas en los que no se había hecho reparos, sin que la parte demandada se haya podido defender frente a los mismos y sobre los cuales no había ningún tipo de pronunciamiento que permitiera la interpretación de las partes (…)”.

Dada la presunción de acierto que se predica de las providencias judiciales y por el carácter extraordinario del recurso de revisión, cuyo objetivo es revertir el atributo de cosa juzgada de las sentencias ejecutoriadas, resulta necesario exigir al recurrente qua alega la nulidad de la sentencia, de conformidad con el numeral 6 de artículo 188 del C.C.A., que precise y explique cuál es el caso, hecho o argumento jurídico en concreto sobre el que funda la invalidez de la sentencia que recurre y las razones fácticas y jurídicas respecto de cómo se configuró ese vicio. 

Dicho de otro modo, no basta que el escrito del recurso esgrima en abstracto algún vicio, sino que es deber del recurrente exponer con claridad el porqué se configuran las causales de nulidad de la sentencia; que como se advirtió, se presentan, entre otros casos, bien sea porque exista una vulneración del derecho al debido proceso, al momento de dictar sentencia, con suficiente trascendencia para viciarla de nulidad, o porque la sentencia: a) se dicta en un proceso terminado por desistimiento, transacción o perención; b) se profiere en el ínterin de la suspensión; c) se condena a quien no ha figurado en el proceso como parte; d) en respuesta a la solicitud de aclaración se reforma el fallo; e) se dicta por un número de magistrados menor al previsto por la ley; f) se dicta sin haber abierto el proceso a pruebas o sin que se hayan corrido los traslados para alegar cuando el procedimiento así lo exija. 

De los planteamientos hechos por el recurrente en su escrito y de las limitadas razones para fundamentar el cargo en estudio, esto es, que el fallo recurrido contiene una decisión extra petita, no se puede advertir cómo el ad quem dictó su sentencia más allá de lo que fue pedido en la demanda, evento que configura el defecto en mención, y, mucho menos, es posible concluir cómo se presentó este defecto, si es que en verdad existió. Tampoco existe explicación sobre las razones que generan la nulidad de la sentencia por contener pronunciamientos que, en opinión del recurrente, excedieron el límite de lo que fue el objeto de la demanda.     

Aunque el recurrente indica que el marco de competencia del Tribunal Administrativo de Bolívar para dictar la sentencia del 19 de febrero de 2009 estaba circunscrito a los cargos de “trashumancia, suplantación de votante y falta de valoración del dictamen” y afirma que la decisión impugnada abarcó temas ajenos a la controversia, circunstancia que le impidió el ejercicio del derecho de defensa y contradicción, lo cierto es no existe algún esfuerzo argumentativo o explicativo, de su parte, para señalar cuáles fueron los aspectos adicionales a los que se extendió el fallo de segunda instancia.

Como el recurrente no atendió, en lo mínimo, su deber de enunciar y explicar los puntos en los que la sentencia censurada decidió por fuera de lo que constituyó el marco de la litis, no resulta posible para el juez del recurso extraordinario oficiosamente identificar y precisar dichos puntos, pues ello equivaldría a que el juzgador desconociera su deber de garantizar a las partes la igualdad procesal al asumir cargas que son propias de quien acude a este mecanismo extraordinario de impugnación.          

Pero aun, si en gracia de discusión se admitiera que, en los términos expuestos por el recurrente, la argumentación del cargo es suficiente, no cabe duda que la sentencia recurrida no es extra petita, toda vez que tribunal revocó el fallo apelado y estimó las pretensiones de la demanda con base en las razones aducidas por la apelante, a saber: i) que el a quo llegó a conclusiones que pugnan con la realidad demostrada por las pruebas del proceso, de allí que su argumentación resultó contradictoria; ii) que no tuvo en cuenta el dictamen pericial que rindió cierto servidor de la Registraduría Nacional del Estado Civil, el cual dio cuenta de todas las irregularidades alegadas por la demandante; iii) que a pesar de que reconoció la existencia de irregularidades con apoyo en apreciaciones subjetivas concluyó que no fueron fraudes sino simples errores de los jurados en el diligenciamiento de los registros de votación y; iv) dado que la cantidad de irregularidades probadas podría cambiar el resultado de la elección, pues fue mayor a la cantidad de votos entre el candidato ganador y el segundo, ordenó practicar nuevo escrutinio con exclusión de las mesas donde existieron los votos fraudulentos.

Aunado a lo anterior, si la pretensión del contencioso electoral se limita a la declaratoria de nulidad del acto de elección, como en efecto lo declaró el fallo recurrido, no se advierte cómo la decisión impugnada resulta extra petita frente a lo que se pidió en la demanda, pues precisamente lo que decidió el ad quem fue anular el acto demandado y ordenar la práctica de nuevos escrutinios con exclusión de las mesas donde encontró probados los votos irregulares.    

Así las cosas, el cargo no prospera. 

5. La conclusión 

Por cuanto los cargos propuestos por el recurrente no tienen vocación de prosperidad, pues no se avienen con la causal de revisión del numeral 6 del artículo 188 del C.C.A, se declarará impróspero el recurso.  
III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:

Declárase impróspero el recurso extraordinario de revisión que formuló el señor Carlos Segundo Durán Becerra contra la sentencia del 19 de febrero de 2009, dictada por el Tribunal Administrativo de Bolívar, de conformidad con la parte motiva de esta providencia.

Devuélvanse a los despachos judiciales de origen tanto el expediente electoral acumulado 2007-00173 como la acción de tutela 2009-00469.

Notifíquese y cúmplase.

SUSANA BUITRAGO VALENCIA                                    MAURICIO TORRES CUERVO

             PRESIDENTE

ALBERTO YEPES BARREIRO

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
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